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Ref. : Concepto jurídico sobre documentos y requisitos de estudiantes extranjeros provenientes de países miembros del Convenio Andrés Bello.

En los términos solicitados por la vicerrectoría académica en el asunto del rubro, hecha a propósito de las exigencias que nuestra universidad hizo a la estudiante MELISSA ANDREA FONTALVO ACOSTA, aspirante admitida en el programa de Medicina, con todo comedimiento paso a rendir el concepto jurídico del rubro con base en el esquema siguiente: 

1. LA CONSULTA: Interesa saber si los estudiantes provenientes de países miembros del Convenio Andrés Bello tienen requisitos y exigencias especiales para ingresar a la universidad y si resulta procedente diferir temporalmente el cumplimiento de alguno de ellos por razones de la organización del servicio educativo de cada país miembro. Particularmente interesa precisar si el trámite del título y acta de grado que en España tarda aproximadamente dos años en su expedición, puede ser diferido y qué requisitos deben cubrirse en subsidio, de ser afirmativa la respuesta.

2. FUENTES DE LA INFORMACION: Para atender la presente consulta se examinaron las siguientes fuentes de información: Constitución Política de Colombia; Ley 20 de 1992, aprobatoria del Tratado de Cooperación base del Convenio Andrés Bello que vincula a diez naciones iberoamericanas incluyendo a Colombia; Reglamento Estudiantil y demás normas y reglamentos estatutarios de la universidad. 

3. ANALISIS DE LA INFORMACION: Los propósitos integracionistas y de cooperación internacional que constituyen espina dorsal de las relaciones de los países miembros del tratado multilateral del Convenio Andrés Bello, parten de la premisa de identificar a la educación como una función esencial íntimamente vinculada al concepto de dignidad de la persona humana. Pues bien, dicho instrumento no puede ser abordado bajo la simple perspectiva de ser meramente declarativo de la intencionalidad de las altas partes contratantes y, al contrario, debe ser abordado por el intérprete y más aún por las autoridades educativas de cada Nación miembro como un instrumento integrador, facilitativo, propiciador de los beneficios intrínsecos de la función educativa.  Allende los planes, programas e iniciativas concretas que se han desarrollado y que continuarán perfilando y decantando aún más los propósitos esenciales descritos, el tratado contiene principios y normas abiertas que, al margen de formar parte de la legislación interna de cada Estado parte (por existir, como en Colombia, la respectiva ley aprobatoria del instrumento internacional), son verdaderos referentes legales que han de ser atendidos y que corresponde, en casos como el objeto de este pronunciamiento, llenar de contenido bajo la égida de hacer efectivas y reales las obligaciones derivadas del tratado, no sólo por la fuerza vinculante del principio del Derecho Internacional “Pacta Sund Servanda” sino y principalmente, por la alta valía que la educación como función y servicio entraña para el desarrollo de la persona humana.  Pues bien, atendidas estas consideraciones, mal puede  servirse a los altos intereses declarados, el permanecer impasibles frente a las divergentes regulaciones que en cada país miembro del convenio rigen el sistema educativo y, a nuestro entender, es deber de los Estados parte, facilitar, armonizar, adecuar y propiciar las diferentes regulaciones en sintonías mínimas que sirvan a los propósitos que el tratado integracionista busca.  Hoy, más que en el pasado, con la globalización y el tráfico fluido del servicio educativo transfonterizo, adquieren vigencia y urgencia estas elaboraciones. Debemos precisar no obstante que, como lo ha razonado nuestra H. Corte Constitucional, ello no se opone al ejercicio soberano de las atribuciones y prerrogativas que cada país ejerce de modo autónomo, como es el caso, precisamente, de las convalidaciones de títulos académicos cursados en el exterior, los cuales, seguirán, como se sabe, siendo instrumento de inspección, vigilancia y control que el Gobierno colombiano ejerce sobre la calidad del servicio y, por contera, mecanismo de verificación de los estándares y patrones que hacen traducible en nuestra organización educativa, las que se cursan y certifican en los demás países. Con lo anterior se quiere significar que, en principio, la pregunta sobre requisitos especiales para los estudiantes de los estados miembros del Convenio Andrés Bello no son, en modo alguno, diferentes a los que han de cubrir regularmente cualesquiera de los estudiantes admitidos en la universidad; empero, de igual modo, resulta reconocible que respecto de estos estudiantes, existe un plus de cooperación que el Estado colombiano ha asumido a virtud del tratado que lo ata y de los propósitos que comparte en el sistema educativo de los países miembros. Así las cosas, ese plus de cooperación supone que cada Estado miembro, por lo menos, tenga plena claridad sobre los procedimientos y regulaciones que el servicio o función educativos presenta en cada uno a efecto de poder facilitar los objetivos declarados en el tratado e integrados en la legislación nacional. Por tanto, en Colombia es un hecho sabido que los trámites y regulaciones de titulación en España, tanto en la educación media como en la superior, comportan procedimientos solemnes que demandan tiempos prolongados y que, dicho sistema, el español, ha diseñado mecanismos alternos como las certificaciones y validaciones de los estudios cursados y la constancia de estar en trámite el título respectivo. Con estos documentos alternos, en España, resulta posible continuar los estudios superiores sin aportar el título de bachillerato que es requisito previo de ingreso a la educación superior, como igual ocurre en Colombia. En consecuencia, si España acepta tales documentos para facilitar la continuación de sus estudios superiores a un bachiller con la constancia de tener todos los requisitos cumplidos y de estar en trámite el título de bachiller, Colombia, y con ella la universidad, no puede hacer más gravosa la situación para estudiantes provenientes de ese país y debe obrar en armonía con las regulaciones que allá le permitirían a una persona continuar sus estudios superiores. Ahora bien, se dirá que esto puede entrabar, en alguna medida el ejercicio pleno de la soberanía del Estado, pero consideramos que ello constituye una apreciación errada porque, en primer lugar, el tratado internacional nos impone el deber de colaboración e integración del servicio o función educativos de modo efectivo, en segundo lugar Colombia (y con ella la universidad) no está siendo obligada a obrar con sacrificio de sus regulaciones pues, como se dijo, de lo que se trata es simplemente de diferir el cumplimiento de los requisitos por el período necesario para que surtan los trámites regulares que la legislación de ese país impone a sus estudiantes.    Si ello es así y se tiene debidamente acreditado que la estudiante del caso concreto ha terminado satisfactoriamente sus estudios de bachillerato, en una institución legalmente facultada para expedir el respectivo título y que éste se encuentra en trámite, la Universidad debe facilitarle, en ejercicio de su autonomía constitucional y con fundamento en las razones precedentes, la continuación de sus estudios, esto es, el ingreso a la universidad   de idéntica manera a como podría continuarlos en su país de origen.  Se reitera que no constituye un tratamiento discriminatorio relevando a estos estudiantes de cumplir los requisitos legales previstos en Colombia y los fijados autónomamente por la universidad, sino simplemente de validar transitoriamente documentos alternos que le den salida al pleno ejercicio de un derecho fundamental inherente a la persona humana. Una solución de esta suerte, mutatis mutandi,  es lo que en la práctica ocurre con el trámite de convalidación u homologación de estudios cursados en el exterior donde, a un estudiante de un país diferente a los que suscriben el Convenio Andrés Bello (y otros tratados) se les exigen requisitos más exigentes y rigurosos que los que se exigen y deben acreditarse por quien pretende convalidar u homologar estudios de países con los que Colombia tiene tratados en la materia. La consideración es simple, el Estado ya tiene documentadas las bases y estudios previos de la calidad y equivalencia de la enseñanza que se imparte en los países con los que ha suscrito los tratados.

4. CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES: Con base en lo que precede, se formulan las siguientes conclusiones y recomendaciones: 

4.1. Los requisitos de ingreso a la universidad son idénticos para todos los aspirantes admitidos, independientemente del lugar de origen de sus estudios previos.

4.2. Los estudiantes que han cursado estudios previos en naciones con las que Colombia tiene tratados de cooperación en educación, ciencia, cultura y tecnología, deben ser beneficiados con las normas que el país ha suscrito con esos Estados.

4.3. Los países miembros del tratado multilateral del Convenio Andrés Bello deben obrar en la aplicación de sus reglas internas del sistema educativo, en idéntico sentido al expresado en el apartado anterior.

4.4. España y Colombia forman parte del tratado multilateral del Convenio Andrés Bello.

4.5. En España, el trámite de titulación académica en bachillerato y en la educación superior es solemne y demanda tiempos largos en su culminación. El sistema español ha diseñado y validado documentos alternos de ingreso a la educación superior mientras se  surten las solemnidades expresadas.

4.6. La Universidad, en ejercicio de su autonomía constitucional, puede jurídicamente conceder moratorias o plazos amplios de cumplimiento de sus exigencias o requisitos de ingreso a los estudiantes de los países con los que Colombia tiene tratados de cooperación en la materia. Exigiendo, por lo menos, los documentos alternos que en dichas naciones se hayan previsto para facilitar el acceso a la educación superior. 

4.7. La universidad, en el caso descrito en el numeral 4.5., debe facilitar plazos amplios que garanticen el ejercicio pleno del derecho fundamental de estos estudiantes, permitiendo que transitoriamente  se acrediten los requisitos con los documentos alternos y provisionales que en España tienen dicha virtualidad. Este, que se sugiere sea un procedimiento excepcional, debe agregarse con un acta de compromiso del estudiante en la cual se exprese claramente el plazo concedido y la circunstancia que su incumplimiento hará improcedente la graduación en el respectivo programa, salvando, en todo caso, la responsabilidad de la universidad.

4.8. Los requisitos a exigir, según lo expresado en el numeral anterior, deberán ser equivalentes a los que en su país de origen se le exigen para ingresar a la universidad, garantizando, por lo menos, los siguientes: 

· Notas y Constancia de aprobación total de los estudios de bachillerato. 

· Certificación de la existencia y habilitación legal de la institución que los certifica.

· Constancia de estar en trámite el título respectivo y sobre la duración esperada de este trámite.

· Certificación de convalidación de los estudios y de haberse solicitado la del título ante el Gobierno colombiano. 

· Las pruebas del ICFES.

5. EFECTOS DEL PRESENTE CONCEPTO: De conformidad con lo dispuesto en el artículo 25 del C.C.A. el presente documento no es de obligatorio cumplimiento y por tanto no compromete la responsabilidad de la universidad.  

Dejo en los términos anteriores atendida la consulta del rubro y quedo a la espera de cualesquiera inquietudes o aclaraciones que fueren menester y se deriven de las consideraciones que preceden.

Hasta una próxima oportunidad.

CARLOS ALFONSO ZULUAGA ARANGO

Secretario General

c.a.z.a.

